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PROPUESTA POLÍTICA
I. Introducción

El Colectivo Vida Independiente de Guatemala – El Colectivo, es una organización de personas con y sin discapacidad, cuya misión es provocar cambios en las estructuras excluyentes de la sociedad guatemalteca a través del análisis, la reflexión, el debate, la formación e investigación de la situación de las personas con discapacidad, sus familias y sus comunidades para contribuir  al fortalecimiento de la participación social, política y económica de esta población.

El Colectivo tuvo la oportunidad de participar dentro del proceso de formación en incidencia política para la implementación de la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, denominado “Cultivando capacidades para cosechar derechos”, coordinado y ejecutado por la alianza Handicap International - HI, la Red Latinoamericana de Organizaciones No Gubernamentales de Personas con Discapacidad y sus Familias – RIADIS, y el Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo – IIDI.  Como resultado de dicho proceso, El Colectivo fue seleccionado como beneficiario para implementar el microproyecto de incidencia política que ha denominado “Promoviendo las buenas prácticas para alcanzar la movilidad personal de las personas con discapacidad en el área metropolitana del departamento de Guatemala”.

Esta iniciativa tiene como objetivo: Contribuir al goce de los derechos de la población con discapacidad a través del mejoramiento de la movilidad personal y accesibilidad de esta población en el área metropolitana del departamento de Guatemala.  Y específicamente: promover que: Las autoridades municipales de dicha área, específicamente de los municipios de Guatemala, Mixco y Santa Catarina Pinula, aumenten su compromiso para la incorporación gradual de la  normativa del tema de accesibilidad a los espacios físicos y  de transporte en los planes y políticas locales, por medio de acciones de incidencia política, de información y promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad y el uso de buenas prácticas.

II.  Fundamento legal

El marco legal vigente en Guatemala que reconoce y protege los derechos de las personas con discapacidad está constituído principalmente por:
A nivel de legislación nacional, el Decreto 135-96 del Congreso de la República, o Ley de Atención a las Personas con Discapacidad, en particular los artículos del 54 al 60 dentro del Capítulo VII, Acceso al espacio físico y medios de transporte; y la Política Nacional en Discapacidad, Decreto 16-2008 del Congreso de la República, que contiene un plan de acción con acciones y estrategias planificadas, incluyendo objetivos y metas a corto, mediano y largo plazo.

A nivel de tratados internacionales, las personas con discapacidad cuentan principalmente con la Convención Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), específicamente en sus artículos 9 (Accesibilidad) y 20 (Movilidad personal).  Guatemala se hizo parte a la CDPD el 7 de abril de 2009 (fecha registrada por la Secretaría General de las Naciones Unidas), y El 17 de marzo de 2009, el Presidente de la República publicó el Acuerdo Gubernativo no. 78-2009, por el cual designa al Consejo Nacional Para la Atención de las Personas con Discapacidad (CONADI) como el organismo gubernamental responsable de las cuestiones relativas a la aplicación de la Convención, así como el encargado de elaborar los informes de los avances en la aplicación de la CDPD para ser presentados al Comité de la Convención.

III.  Contexto y desarrollo del proceso
La falta de accesibilidad al transporte público ha sido una constante para las personas con discapacidad y movilidad reducida
 en nuestro país. En diferentes momentos a lo largo de los últimos 15 años, las organizaciones de personas con discapacidad han desarrollado distintos procesos de incidencia para lograr cambios en el transporte colectivo de la ciudad de Guatemala.  Hasta la fecha los resultados concretos son mínimos y se sigue evidenciando que las autoridades responsables de normar este servicio público aún no han adoptado una actitud diferente que permita alcanzar una solución definitiva para este problema.

Este problema va directamente relacionado con otros, como la falta de vías peatonales cómodas y seguras; la falta de educación vial y de respeto al peatón por parte de los automovilistas; violencia e inseguridad en las calles y en las unidades del transporte público; inexistencia de espacios físicos y públicos, así como transporte colectivo accesible para las personas con discapacidad que se movilizan en esta área del país. 

Para ejercer el derecho al libre desplazamiento, las personas con discapacidad se enfrentan a un sin fin de barreras arquitectónicas, de actitud y de información.  Todo esto aunado a la falta de cumplimiento por parte de las autoridades públicas de la normativa legal nacional e internacional relacionada a la accesibilidad de las personas con discapacidad y movilidad reducida, aprobada y ratificada por el Estado de Guatemala.  

Actualmente las autoridades municipales han implementado dos nuevos sistemas de transporte: el denominado “Transmetro”, y recientemente el que se conoce como “Transurbano”.  Ninguno de los dos sistemas cumple con todos los requerimientos para facilitar la movilidad personal, con la mayor independencia posible, de las personas con discapacidad.
El Colectivo, ha participado desde hace seis años en la Comisión Política de Accesibilidad al Transmetro y otros espacios físicos, CPAT, una alianza de diversas organizaciones de personas con discapacidad y de derechos humanos, cuyo objetivo principal es la incidencia política para lograr la accesibilidad a los espacios físicos y medios de transporte.

En el año 2004, la CPAT inició un proceso de incidencia política a través del diálogo con la municipalidad de la ciudad capital, el cual no prosperó, y generó el inicio de un proceso jurídico, que la Corte de Constitucionalidad resolvió definitivamente cuatro años después, a través de una sentencia
, que obliga a las autoridades de la Municipalidad de Guatemala a la adecuación de los distintos sistemas que conforman actualmente el transporte urbano, a modo de que sean completamente accesibles para las personas con discapacidad.  El Consejo Nacional Para la Atención de las Personas con Discapacidad, CONADI, ha tenido un perfil muy bajo, como ente rector de la discapacidad en el país, para exigir a las autoridades correspondientes el cumplimiento del marco legal respecto a este tema.
Para El Colectivo, es totalmente necesario continuar con el impulso de nuevas acciones y la gestión de nuevas propuestas, así como motivar y fortalecer la participación de las organizaciones de personas con discapacidad en estos procesos.

El Colectivo desea contribuir en el proceso de transformación de un paradigma de discriminación y de exclusión histórica, hacia uno de respeto a los derechos humanos y de la vida independiente de las personas con discapacidad, motivo por el cual promueve la utilización de Buenas Prácticas.  Por tal razón, ha escogido utilizar la metodología MIW, que se  centra en la búsqueda de soluciones para implementar la CDPD -y no sólo en señalización de violaciones de los derechos de las personas con discapacidad. Pretende mostrar las cosas  que funcionan (a lo cual denominaremos Buenas Prácticas), y  poder proponer alternativas  a  los responsables de formular políticas para alcanzar un mejor cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. 

Las Buenas Prácticas que se han identificado y documentado no necesariamente son “las perfectas” o “las mejores"- pero han sido algo bueno e innovador, para promover  los objetivos de la Convención en la dimensión geográfica de este proyecto.  Las buenas prácticas analizadas bajo los criterios legales, políticos y técnicos, fueron las experiencias desarrolladas en:  Curitiba, Brasil; Las Vegas, Cleveland, Eugene, Miami, Pittsburg y Boston en Estados Unidos; Quito, Ecuador; San José, Costa Rica; y Bogotá, Colombia.  El análisis de estas experiencias ha servido como insumo fundamental para la elaboración de la presente propuesta política
IV.  La propuesta política

Con base en las lecciones aprendidas de las buenas prácticas recopiladas y documentadas en el informe “Una Guatemala accesible es posible”, El Colectivo hace las siguientes propuestas a los distintos actores sociales y políticos involucrados.
Al Organismo Ejecutivo y gobierno central:

Que se constituya, a corto plazo, una instancia de alto nivel, con jerarquía ministerial y con una debida asignación presupuestaria, que tenga la responsabilidad de ejecutar las políticas relativas al cumplimiento de la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (CDPD), y toda otra política en la materia.

Que en el desarrollo y ejecución de toda política relativa al transporte público, el desarrollo de proyectos de infraestructura y vivienda, se consulte a las personas con discapacidad y a sus organizaciones, con el objeto de incorporar la normativa del diseño universal y accesibilidad, que garantice a las personas con discapacidad su movilidad personal y la libertad de desplazamiento.

Que se realicen las investigaciones y estudios estadísticos, sociales y económicos necesarios para contar con información confiable y detallada acerca de las personas con discapacidad, su situación socioeconómica, sus necesidades en relación al transporte y otras, que sirva de fundamento para la ejecución de obras y proyectos inclusivos para esta población.

Que se cumpla con la normativa contenida en la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad (Decreto no. 135-96 del Congreso de la República), Política Nacional en Discapacidad (Decreto no. 16-2008) y la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, así como con el Manual de Accesibilidad elaborado y aprobado por el Consejo Nacional Para la Atención de las Personas con Discapacidad (CONADI).

Al Organismo Legislativo:

Que de manera urgente se hagan las reformas y aprobaciones legislativas necesarias para armonizar la legislación nacional con la CDPD, de acuerdo con la obligación que tiene el Estado de Guatemala, de conformidad con el artículo 4, párrafos 1 y 2, de la CDPD, y que en estos procesos se consulte, en todo momento, a las organizaciones de personas con discapacidad, según lo establecido en el párrafo 3 del artículo citado.

Que en el presupuesto general de gastos e ingresos del Estado, se asignen presupuestos adecuados a los programas de las distintas instituciones del Estado, incluyendo Ministerios, Secretarías, Municipalidades y el CONADI, para que se pueda cumplir eficazmente con las responsabilidades asumidas a nivel nacional e internacional, que contribuyan al mejoramiento de las condiciones de accesibilidad a espacios físicos y medios de transporte para las personas con discapacidad.

Que de urgencia se reforme la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad, para que armonice con la CDPD, y que además se establezcan plazos cortos y medianos para su cumplimiento, así como mecanismos coercitivos para su efectivo cumplimiento.

A las Municipalidades:

Que se incluya, dentro de sus órganos multisectoriales de consulta, a las organizaciones de personas con discapacidad, y que éstas sean consultadas desde la etapa del diseño, planificación y ejecución, en todo proyecto municipal, sobre todo en aquellos relacionados con desarrollo de espacios públicos y privados, sistemas de transporte colectivo (incluyendo taxis y otros), desarrollo de espacios de vivienda, proyectos de organización comunitaria, etc.

Que en los Consejos Municipales de Desarrollo (COMUDE) se incluya la participación de las personas con discapacidad, a través de sus organizaciones.

Que se reforme el Código Municipal, con el objeto de incluir la normativa de accesibilidad en todas las construcciones de edificaciones públicas o de uso público, y que se regule la accesibilidad en el transporte municipal de todo tipo.

Que se desarrollen planes de ordenamiento territorial, reglamentos y otras normativas municipales, tomando en cuenta la consulta a las personas con discapacidad, estableciendo plazos, incentivos, crear mecanismos de exigibilidad y cumplimiento, y sistemas de evaluación para la medición de los procesos y logro de objetivos.

La utilización de buses híbridos, es en el largo plazo, más económico, no solo por el ahorro en combustible sino también en mantenimiento, además de ser significativamente menos contaminantes.  Las empresas, como New Flyers Industries contempla planes de recepción de los buses utilizados en la compra de nuevas flotillas, estos aspectos son importantes porque facilitan el mantener tarifas económicas para los usuarios y usuarias.

En el transporte público: que se diseñen sistemas integrados, que sean accesibles en todos sus segmentos y no únicamente en sus rutas principales.

A las organizaciones de personas con discapacidad:

Que fortalezcan a la Comisión Política de Accesibilidad al Transmetro y Otros Espacios Físicos – CPAT, como espacio para la incidencia política, a través de una participación activa e informada.

Que fortalezcan la unidad de las organizaciones, para la consolidación de un movimiento amplio, sólido y con reivindicaciones visibles ante las autoridades públicas.

Que conozcan los contenidos y la utilización de la CDPD, como herramienta de incidencia política, y normativa internacional de protección de sus derechos humanos, y que exijan su cumplimiento a las autoridades del gobierno central y Municipalidades.

Que promuevan alianzas con otros sectores de la sociedad civil, para fortalecer sus procesos de incidencia ante las diversas autoridades.

Al Consejo Nacional Para la Atención d elas Personas con Discapacidad – CONADI:

Que exija al Congreso de la República, una asignación presupuestaria adecuada y suficiente para el efectivo cumplimiento de su mandato, como coordinador, asesor e impulsor de políticas en materia de discapacidad, y como ente que vele por el cumplimiento de la Ley de Atención a las Personas con Discapacidad, tal y como lo dispone el artículo 23 de la citada legislación, y la Convención de Naciones Unidas Sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, tal y como fue designado por Acuerdo Gubernativo no. 78-2009, y para tal fin, que exija también el fortalecimiento político de su mandato, a través de las reformas legislativas adecuadas, tanto del Decreto 135-96, y la aprobación de legislación armonizada con la CDPD.

Que sea el ente que apoye institucionalmente las reivindicaciones de las organizaciones de personas con discapacidad por el cumplimiento efectivo de la normativa que protege sus derechos, para que puedan ejercer una ciudadanía legítima y ser sujetos de pleno derecho.
Que en todas las medidas y políticas que se adopten en relación al cumplimiento de su mandato, realice consulta amplia y abierta a las organizaciones de personas con discapacidad y otras organizaciones sociales afines.

Que sea fiel y respetuoso en todas sus acciones, a la filosofía y consigna que inspira al movimiento de las personas con discapacidad:

¡Nada acerca de las personas con discapacidad

Sin las personas con discapacidad!

� El término personas con movilidad reducida se refiere a personas con discapacidad, mujeres embarazadas, adultos mayores, niños y niñas, y cualquier otra persona que por cualquier motivo tiene reducidas sus capacidades físicas para el desplazamiento en forma temporal o permanente.


� Resolución de la Corte de Constitucionalidad, sentencia confirmada en el expediente 2863-2006 emitido el 25 de abril de 2008, que ordena a la municipalidad de la ciudad de Guatemala realizar las adecuaciones necesarias al Transmetro-Eje Sur y los otros ejes proyectados, que garanticen la accesibilidad y la autonomía de las personas con discapacidad y con movilidad reducida. Dicha sentencia incluye además, la implementación de una normativa específica de regulación y de accesibilidad al transporte público urbano tradicional.








